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OPINIÓN N.° 034-2006/GTN

Entidad: 
Municipalidad Provincial de Cajamarca
Asunto:
Ejecución de obras  

Referencia:
Oficio N.º 405-2006-A-MPC
1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Alcalde de la Municipalidad Provincial de Cajamarca (en lo sucesivo la Entidad), realiza una consulta en el marco de la ejecución del “Programa de Reacondicionamiento de la Infraestructura Vial del Centro Histórico y Vías Aledañas” que próximamente debe llevar a cabo la Entidad.   
2. CONSULTA

La Entidad consulta lo siguiente:

“El Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, en su Titulo III Planificación y Programación de las Adquisiciones y Contrataciones, Capítulo IV Características Técnicas de los Bienes, Servicios y Obras; Título V, Capítulo III, Normas Especiales para la Ejecución de Obras, indica los procedimientos legales que rigen para la programación y ejecución de proyectos de inversión pública (obras), es procedente la aplicación de esta normatividad al Programa de Reacondicionamiento de la Infraestructura Vial del Centro Histórico y Vías Aledañas, constituye una obra de mantenimiento teniendo en cuenta el Informe de la Gerencia de Asesoría Jurídica?”.
3. ANÁLISIS
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° del vigente Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
, la Segunda Disposición Final de su Reglamento
 y el procedimiento 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas al sentido y alcance de las normas sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión o mención a asuntos específicos. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
3.1
Las normas de contrataciones y adquisiciones del Estado establecen la obligación de las Entidades de la Administración pública de efectuar los procesos de selección regulados en la Ley, a efectos de adquirir o contratar los bienes, servicios y obras necesarias para el cumplimiento de sus funciones.

En este sentido, el artículo 14º de la Ley y 77º del Reglamento prescriben la obligación de las Entidades de —previamente a la adquisición o contratación de los bienes, servicios u obras requeridos— efectuar los procesos de licitación pública, concurso público, adjudicación directa y adjudicación de menor cuantía a efectos de seleccionar el proveedor con el cual el Estado se obligará y contratará determinada prestación.

Ahora bien, corresponde a la dependencia encargada de las contrataciones y adquisiciones de la Entidad definir el tipo de proceso que corresponde convocar para satisfacer el requerimiento particular de la Entidad, observando para ello el monto involucrado en la adquisición o contratación
 —valor referencial— y el objeto del proceso a convocarse — adquisición de un bien, prestación de un servicio o ejecución de una obra—. Esto último deberá determinarse en función de la naturaleza de la prestación que la Entidad requiere.

3.2
Como se observa, corresponde a la Entidad determinar la naturaleza de su requerimiento, precisando si aquél consistiría en la obtención de bienes —ya sea en propiedad o arrendamiento—, ejecución de un servicio —ya sea servicios en general o de consultoría—, o en la ejecución de una obra.

Ahora bien, para efectos de la presente consulta importa determinar cuándo corresponde a la Entidad convocar a un proceso de selección para la ejecución de un “servicio” o cuando correspondería realizar la convocatoria para la ejecución de una “obra”. Para tal efecto, resultará necesario determinar, en principio, qué debe entenderse por “servicio” y “obra” en el marco de las normas de contrataciones y adquisiciones públicas.

Al respecto, la doctrina distingue los “contratos de servicios” de los “contratos de obras”, mencionándose que en el contrato de servicios el compromiso es cumplir determinado esfuerzo, trabajo o servicio, que si bien tiene en vista la obtención de un resultado, es remunerable por el solo hecho de prestarlo. En el contrato de obra, en cambio, la remuneración o precio sólo corresponde si se alcanza el resultado tal como fue prometido
. Por ello se distingue el “contrato de servicios” –porque en él importa el surgimiento de obligaciones de medios–del “contrato de obra”, en el que resulta determinante el surgimiento de  obligaciones de resultado. 

A su vez, dentro del género “contratos de obra” la doctrina distingue a los “contratos de construcción” como una especie más de todos los contratos que implica el primero, definiéndose este último como aquél en que una de las partes –el constructor– se compromete a construir y entregar a la otra –el comitente– a través de la organización de los medios necesarios, una obra inmueble o a suministrar su producto o a producir un resultado en una obra inmueble ya existente, asumiendo o no el riesgo técnico o económico, sin subordinación jurídica, y la otra parte a pagarle a cambio un precio determinado o determinable, equivalente para ambas partes a la obra prometida
.  

3.3
En el ámbito de las contrataciones públicas, el Reglamento define como “servicios en general” aquella actividad o labor que realiza una persona natural o jurídica para atender una necesidad de la Entidad, pudiendo estar sujeta a resultados para considerar terminadas las prestaciones del contratista
.

A su vez, el Reglamento define como “obra” a la construcción, reconstrucción, remodelación, demolición, renovación y habilitación de bienes inmuebles, tales como edificaciones, estructuras, excavaciones, perforaciones, carreteras, puentes, entre otros, que requieren dirección técnica, expediente técnico, mano de obra, materiales y/o equipos
.

De las definiciones anotadas, se desprende que, en el ámbito de las normas sobre contratación pública, no resulta relevante para catalogar un contrato como de “servicios” que aquél involucre únicamente obligaciones de medios para el prestador, ya que podría sujetarse el contrato a un resultado concreto buscado por la Entidad, quien, a su vez, pagaría su precio ante la satisfacción de dicho cometido. Además, en cuanto los “servicios” son definidos de forma amplia, considerando a todas las actividades que realice un tercero para atender una necesidad de la Entidad, incluirá una amplia gama de prestaciones, excluyéndose únicamente a todas aquellas que, en los términos referidos en el Reglamento, puedan catalogarse como actividades ejecutadas dentro de una “obra”.

Por otra parte, de la definición proporcionada por el Reglamento de lo que es una “obra” puede concluirse que aquella se encuentra referida a lo que en doctrina es objeto de un contrato de construcción. En ese sentido, el Reglamento realiza una enumeración de las actividades o trabajos que recaen sobre inmuebles que para efectos de la Ley deberán ser contratadas como obras, agregándose además que aquellas deberán ejecutarse con el concurso de dirección técnica, expediente técnico, mano de obra, materiales y/o equipos; siendo esta enumeración excluyente. Es decir, para convocar la “ejecución de una obra” la Entidad deberá determinar si lo que busca satisfacer es alguna de las actividades establecidas en la definición de “obra” sobre algún inmueble, y si para ello debe contar con alguno de los elementos antes establecidos: dirección técnica, expediente técnico
, mano de obra, materiales o equipos. Cabe precisar que no es necesaria la concurrencia integral de los elementos anteriormente enumerados, bastando que para la ejecución de los trabajos que implica una obra —construcción, reconstrucción, remodelación, demolición, renovación y habilitación de bienes inmuebles— sea necesario la concurrencia de alguno de ellos. 

En el mismo sentido, las normas de control interno para el área de obras públicas (Norma 600) aprobadas por Resolución de Contraloría N.º 072-98-CG, define como obra pública a la construcción o trabajo que requiere dirección técnica en la utilización de mano de obra, materiales y equipos, e incluye todos los elementos o alguno de ellos, que efectúe en forma directa o indirecta una entidad del Estado, con la finalidad de servir al público.

3.4
Hechas las precisiones expuestas, corresponde señalar que será de obligación de la Entidad convocar a un proceso para la “ejecución de una obra” siempre y cuando los trabajos requeridos puedan catalogarse como de construcción, reconstrucción, remodelación, demolición, renovación y habilitación de bienes inmuebles, tales como edificaciones, estructuras, excavaciones, perforaciones, carreteras, puentes, entre otros, los cuales requieran para su ejecución contar con alguno de los siguientes elementos: dirección técnica, mano de obra, materiales y/o equipos.

Ahora bien, es de responsabilidad de la Entidad determinar con exactitud las características de los bienes, servicios y obras a ejecutarse, y convocar a un proceso para la ejecución de una obra cuando ello corresponda a la naturaleza de los trabajos a efectuarse.
3.5
Finalmente, cabe precisar que la determinación de lo que debe considerarse como obra en el ámbito de las contrataciones y adquisiciones del Estado no depende de lo que, eventualmente, pueda definirse como proyecto de inversión pública en el ámbito de las normas del Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP), en la medida que ambos ordenamientos responden a lógicas y objetivos distintos.


En ese sentido, precísese que no todo lo que es considerado como obra para las normas de contratación pública califica como proyecto de inversión pública, ni todo lo que es considerado como proyecto de inversión pública, en el ámbito de las normas del SNIP, califica como obra para la Ley y el Reglamento. A efectos de dilucidar si el requerimiento de la Entidad califica como Proyecto de Inversión Pública, deberá hacerse la consulta respectiva  a las autoridades del sistema Nacional de Inversión Pública.
4.
CONCLUSIONES

4.1
Es obligación de las Entidades del Estado convocar a un proceso para la “ejecución de una obra” siempre y cuando los trabajos requeridos puedan catalogarse como de construcción, reconstrucción, remodelación, demolición, renovación y habilitación de bienes inmuebles, tales como edificaciones, estructuras, excavaciones, perforaciones, carreteras, puentes, entre otros, los cuales requerirán para su ejecución contar con alguno de los siguientes elementos: dirección técnica, mano de obra, materiales y/o equipos.
4.2 
Es de responsabilidad de la Entidad determinar con exactitud las características de los bienes, servicios y obras a ejecutarse, y convocar a un proceso para la ejecución de una obra cuando ello corresponda a la naturaleza de los trabajos a efectuarse.
4.3
Precísese que no todo lo que es considerado como obra para las normas de contratación pública califica como proyecto de inversión pública, ni todo lo que es considerado como proyecto de inversión pública, en el ámbito de las normas del SNIP, califica como obra para la Ley y el Reglamento. A efectos de dilucidar si el requerimiento de la Entidad califica como Proyecto de Inversión Pública, deberá hacerse la consulta respectiva  a las autoridades del sistema Nacional de Inversión Pública.

Jesús María, 27 de abril de 2006
VVS/.
� Aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM.





� Aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM.





� Aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF publicado el 14 de abril de 2006 





� De acuerdo con lo establecido en el artículo 77º del Reglamento, para la determinación del proceso de selección aplicable se considerará el valor referencial establecido por la Entidad para la adquisición o contratación prevista y los montos establecidos en las normas presupuestarias para la adquisición o contratación de bienes, servicios, arrendamiento o ejecución de obras, según corresponda.





� Humberto Podetti. Contrato de Construcción. Editorial Astrea, 2002. Buenos Aires – Argentina. Pág. 45-46. 





� Ídem, Pág. 51 y 52.





� Numeral 52 del Anexo I de Definiciones del Reglamento.





� Numeral 38 del Anexo I de Definiciones del Reglamento.








� No obstante lo señalado, cabe precisarse que de acuerdo con lo establecido en el artículo 6º de la Ley y 38º del Reglamento, toda ejecución de obra requiere la aprobación de un expediente técnico.                                                                                              


                                                





